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P R E S E N T E S: 

 

 

1. Este Organismo Público Autónomo es competente para emitir la presente 

Recomendación General en términos de lo dispuesto por los artículos 102 apartado 

B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 16 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 1, 2, 13 fracciones I, 

III, VIII y IX, 28 fracción XIV, 99 fracciones III y V de la Ley de la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de México, con base en lo siguiente: 

 

2. En la actualidad, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

contempla los derechos humanos y sus garantías para toda persona que se 

encuentre en territorio mexicano,1
 por lo que, a la luz de lo establecido por el artículo 

1° se consolidan principios, derechos y libertades fundamentales. 

 

3. En esa tesitura, el Principio de Igualdad constitucional establece que todas las 

personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Norma Fundante y 

en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 

de las garantías para su protección. 

                                                           
1
 Véase el DECRETO por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma 

diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 10 de junio de 2011. 



 

4. El principio de interpretación conforme establece que las normas relativas a los 

derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitución federal y 

con los tratados internacionales de la materia, y al vincularse con el principio pro 

persona el cual favorece en todo momento a las personas mediante la protección 

más amplia. 

 

5. Los Principios de Derechos Humanos y responsabilidad del Estado establecen de 

manera inédita que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen 

la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 

reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que fije la ley. 

 

6. Finalmente, el Principio de No Discriminación determina la prohibición de cualquier 

conducta discriminatoria motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 

opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra 

la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades 

de las personas.  

 

7. Sobre esta base jurídica, la Defensoría de habitantes mexiquense pone a 

consideración el siguiente contexto social y jurídico, que devela los avances 

internacionales y nacionales en el reconocimiento de derechos y libertades a las 

personas y la importancia de erradicar la violencia por razón de género, en 

particular, la ejercida contra las mujeres.  



 

I. ANTECEDENTES 
 

8. El Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene avances significativos 

en materia de violencia de género. La Organización de las Naciones Unidas (ONU) 

ha desarrollado ampliamente la promoción y la defensa de los derechos y libertades 

humanos enfocados en los estudios de género, y de manera específica a la mujer, 

siendo éste uno de sus logros más emblemáticos.  

 

9. En la actualidad, los trabajos de la ONU consideran un amplio bagaje normativo, 

destacados avances de sus principales órganos y mecanismos en materia de 

violencia contra las mujeres, así como el trabajo consultivo y contencioso de sus 

instancias cuasi jurisdiccionales. 

 

10. El camino histórico de la violencia de género ha transitado por lugares comunes 

que han tenido que irse develando; sobre todo, rutas donde ha permeado la 

indiferencia y la irrelevancia normativa ante la violencia ejercida en contra de las 

mujeres por el simple hecho de ser mujer, en aras de perpetuar una desigualdad 

sistemática en su contra. 

 

11. Los primeros esfuerzos históricos que pusieron en relieve la problemática fueron 

los movimientos sociales feministas, a través de organizaciones de gran calado que 

tuvieron como propósito exigir que el principio de igualdad ïque comenzaba a ser la 

base de los mejores instrumentos jurídicos conocidosï se cristalizara a favor de las 

mujeres, considerada auténticamente la parte más oprimida de la humanidad.  

 

12. Los reclamos derivados de los movimientos sociales generaron diversas 

consecuencias, desde una intensa represión y rechazo, hasta la réplica y la 

consolidación del germen precursor de los estudios de género; esto permitió 

posicionar el tema como un asunto necesario entre las naciones y permitió la 

realización de los primeros trabajos tendentes a cambiar las estructuras legales 

existentes y acortar la brecha entre el tratamiento otorgado por la ley a hombres y 

mujeres.  

 

 

 



 

II. PARÁMETROS INTERNACIONALES ESENCIALES DE LOS ESTUDIOS DE GÉNERO 
 
13. La atención del fenómeno de la violencia de género ha sido una constante por 

parte de la ONU desde sus orígenes, y ha identificado su protección en los 

instrumentos jurídicos más emblemáticos de Derechos Humanos. 

 
14. La Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH, 1948) documento 

fuente en la materia, recoge los principios y directrices que se erigen como una 

base mínima que permite tanto a los Estados parte como a los órganos y 

mecanismos de la ONU evaluar el comportamiento en la materia, asumiéndose 

después mediante compromisos jurídicos vinculantes. La DUDH establece el 

Principio de No Discriminación (artículo segundo) como la esencia irreductible en la 

lucha de la sinrazón, reconociendo que el fenómeno discriminatorio respecto al 

sexo o a la condición impacta de forma significativa al género, recrudeciendo la 

violencia contra la mujer y la pervivencia de prejuicios al momento de aplicar la 

norma. 

 
15. Los Pactos Internacionales sobre Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), y sobre 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) ïambos de 1966ï, 

representan la vinculación jurídica del amplio catálogo de derechos y libertades 

establecido en la DUDH; ambos Pactos, contienen disposiciones relevantes 

respecto a la violencia de género y toman como base los principios de no 

discriminación e igualdad e incluyen en sus respectivos articulados el 

«aseguramiento a los hombres y mujeres la igualdad en el goce de sus derechos». 

 
16. Posteriormente, la ONU trabajó específicamente los temas relacionados con la 

mujer a través de conferencias mundiales, que se celebraron en México (1975), 

Copenhague (1980) Nairobi (1985) y Beijing (1995), lo que permitió identificar las 

áreas prioritarias para mejorar las condiciones de vida de las mujeres. 

 

17. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés, 1979), es el documento más 

influyente y específico en la protección contra la violencia hacia la mujer. Esta 



 

Convención deriva de los fundamentos ya recogidos en la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (1965), pero su esencia 

decisiva se identifica en el propósito de remediar el fenómeno de la discriminación 

por sexo en contra de las mujeres, definiendo las obligaciones que derivan del 

reconocimiento de la dignidad humana. 

 

18. La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer (DEVCM), 

proclamada el 20 de diciembre de 1993 por la Asamblea General de Naciones Unidas 

se erige como un instrumento declarativo que representa el consenso mundial respecto 

al fenómeno de la violencia contra las mujeres; a través de este documento se 

reconoce que la violencia se recrudece en contra de las mujeres ante la tolerancia de 

las sociedades y culturas existentes. El objetivo de la Declaración busca situar en el 

escenario mundial la pervivencia de un fenómeno que ha ofendido a la mujer desde 

tiempos inmemorables.  

 

19. En nuestro continente, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) 

emprende la lucha contra el fenómeno a través de la Convención Interamericana 

para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de 

Belém do Pará), adoptada el nueve de junio de 1994, en el seno de la Organización 

de los Estados Americanos; es un documento creado exclusivamente para tratar la 

violencia, delineando los derechos de la mujer, los deberes de los Estados al 

respecto y los mecanismos de protección internacional. 

 

20. Sin duda, el derecho internacional de los derechos humanos ha fijado 

parámetros tendentes a consolidar un catálogo jurídico sensible a las realidades 

que enfrentan las mujeres, siendo el ámbito de género donde se han centrado los 

esfuerzos que permitan materializar el principio de igualdad real y su aplicación. 

 
III. LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DEL SISTEMA UNIVERSAL DE DERECHOS 

HUMANOS (SUDH) RESPECTO A LA VIOLENCIA DE GÉNERO 
 
 
21. Desde que existe el Sistema Universal de Derechos Humanos (SUDH), el 

trabajo de protección en cuestiones de género ha sido prolífico. Si bien el SUDH no 

cuenta con un tratado específico en materia de violencia de género, fue el primero 



 

en efectuar posicionamientos en la materia a través del Comité de la CEDAW, 

mediante la Recomendación General N° 19, aprobada el 19 de enero de 1992; este 

documento señala que «la violencia contra la mujer es una forma de discriminación 

que impide gravemente el goce de derechos y libertades». 

 
22. Resulta emblemático el papel que han desempeñado las conferencias 

mundiales organizadas por la ONU, como la Conferencia Mundial de Derechos 

Humanos efectuada en Viena en 1993, la cual enfatizó el enfoque del género en la 

materia al afirmar que «los derechos de las mujeres son derechos humanos». 

 
23. Los trabajos logrados en el marco de la Plataforma de Acción adoptada en la 

Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer en Beijing (1995) constituyen el sumario 

y la pauta para ampliar los progresos alcanzados respecto a los estudios de género 

existentes hasta el momento; de este modo, se ha impulsado la adopción de 

medidas específicas para implementar los mecanismos que hicieran asequible la 

igualdad de género y el empoderamiento de la mujer, incorporando por primera vez 

la perspectiva de género en el marco de la participación de la mujer en la toma de 

decisiones. 

 
24. Establecido en 1996 mediante la Resolución de la Asamblea General de la ONU 

50/1661, el Fondo Fiduciario de la ONU para Eliminar la Violencia contra la Mujer 

(Fondo Fiduciario de la ONU) se creó como un mecanismo multilateral internacional 

que presta apoyo a las medidas nacionales tomadas para poner fin a las violaciones 

de los derechos humanos derivadas de la violencia de género.  

 

25. En 1999 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó el Protocolo 

Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Contra la Mujer, perfeccionando el circuito legal que se ha 

convertido en la plataforma internacional de la protección a los derechos humanos 

de las mujeres, creándose las quejas individuales (cuando los recursos judiciales 

nacionales no han resultado efectivos para ello) y la investigación (realizada por el 

comité de la CEDAW), así como los mecanismos de acción de la CEDAW. 

 



 

26. Mediante resolución A/RES/54/134 del siete de febrero de 2000, aprobada por 

la Asamblea General de las Naciones Unidas, se declaró el 25 de noviembre, el Día 

Internacional de la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer, instando a los 

gobiernos, organismos, órganos, fondos y programas del sistema de las Naciones 

Unidas a que ese día se organicen actividades dirigidas a sensibilizar a la opinión 

pública respecto de la problemática que implica la violencia contra la mujer. 

 

27. Asimismo, la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante diversas 

resoluciones ha condenado la persistencia de las diversas formas de violencia y 

delitos contra la mujer en todas partes del mundo, por lo que ha destacado la 

importancia de empoderar a la mujer como uno de los medios efectivos de eliminar 

la problemática.2 

 

28. El dos de julio de 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas creó la ONU 

Mujeres, que es el Organismo unificado encargado de acelerar el progreso sobre la 

igualdad de género y el empoderamiento de la mujer; ONU Mujeres fusionó cuatro 

instituciones y organismos internacionales: el Fondo de Desarrollo de las Naciones 

Unidas para la Mujer, la División para el Adelanto de la Mujer, la Oficina del Asesor 

Especial en Cuestiones de Género y el Instituto Internacional de Investigaciones y 

Capacitación para la Promoción de la Mujer. 

 
29. En la actualidad, la ONU ha incluido en la Agenda 2030 sobre el Desarrollo 

Sostenible (2015) la temática de las mujeres, que es uno de los 17 Objetivos de 

Desarrollo Sostenible; destaca el Objetivo 5, cuya finalidad es «lograr la igualdad de 

género y empoderar a todas las mujeres y las niñas», y fue identificado como un 

objetivo de género porque está dedicado a alcanzar ese fin. Su meta es obtener 

cambios profundos a nivel jurídico y legislativo para garantizar los derechos de las 

mujeres del mundo.  

 
 
 
 
 

                                                           
2
 Resoluciones e informes: A/RES/55/68 (2000), A/57/171 (2002), A/RES/57/181(2003), A/59/281(2004), y 

A/RES/59/167 (2005). 



 

IV. LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DEL SIDH A LA VIOLENCIA DE GÉNERO 

 
30. Como dato importante en la región americana, la Comisión Interamericana de 

Mujeres (CIM), establecida en 1928 e integrante de la Organización de Estados 

Americanos (OEA) fue el primer órgano intergubernamental creado para asegurar el 

reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres; actualmente constituye el 

principal foro de debate y de formulación de políticas sobre los derechos de las 

mujeres y la igualdad de género en las Américas. 

 
31. A través de la Convención de Belém do Pará, se establece una serie de 

obligaciones que los Estados deben cumplir para combatir la violencia de género. 

La Convención está estructurada en cuatro capítulos que contemplan los derechos 

de la mujer, los deberes de los Estados al respecto y los mecanismos de protección 

internacional. 

 
32. La relevancia de la Convención de Belém do Pará gravita en su integralidad, la 

cual comienza con una definición de violencia contra la mujer, fijando que es 

cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o 

sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como 

en el privado (artículo 1). También señala que toda mujer tiene derecho a una vida 

libre de violencia (artículo 3), así como las medidas que deben tomar los Estados 

para combatir la violencia contra la mujer (Artículos 7 y 8). 

 

33. A través de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la OEA 

ha logrado fortalecer los estudios de género; en 1994, creó la Relatoría sobre los 

Derechos de la Mujer, con el fin de asegurar el pleno respeto y la garantía de los 

derechos de la mujer en cada Estado miembro de la OEA. 

 
34. La Relatoría ha contribuido a proteger los derechos de la mujer, a través de la 

publicación de estudios temáticos, la asistencia en la formulación de nueva 

jurisprudencia en esta esfera, dentro del sistema de casos individuales, y el apoyo a 

la investigación de temas más generales que afectan a los derechos de la mujer en 

países concretos de la región, con especial énfasis en el problema de la violencia 



 

contra la mujer, como una manifestación de la discriminación por razones de 

género. 

 
35. Es importante resaltar que las decisiones de fondo de la CIDH han impulsado el 

perfeccionamiento de los aspectos concernientes a la violencia contra las mujeres 

clarificando el vínculo directo entre la violencia de género y la discriminación, el 

entrelazamiento de las distintas formas de discriminación, la violencia sexual como 

una práctica de tortura, la interpretación amplia del principio de debida diligencia 

como un deber, así como la obligación de la administración de justicia y el acceso a 

instancias judiciales de protección. 

 
36. En tratándose del máximo órgano judicial del Sistema Interamericano, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha condenado a varios Estados 

de la OEA desde 2006, por violación a la Convención de Belém do Pará, casos que 

exponen la violencia de género a través de violaciones a derechos humanos por 

actos de detención arbitraria, homicidio, tortura y desapariciones forzadas 

cometidas por las autoridades del Estado. Estas sentencias son de gran 

importancia en la lucha contra la erradicación de la violencia de género. 

 

V. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE MÉXICO EN MATERIA DE DERECHOS 

HUMANOS VINCULADOS CON LA VIOLENCIA DE GÉNERO  
 

 

37. Los esfuerzos por erradicar la violencia de género en nuestro país, han sido 

materializados mediante la modificación sustantiva de nuestra Ley Fundamental, en 

el propósito de la consolidación de una cultura de respeto a la dignidad humana sin 

distingo de género. A raíz de las reformas de 2011, la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), cuenta con la positivización de los derechos 

humanos. 

 

38. En México, el principio de igualdad tiene una profunda tradición histórica y social 

enraizada en la CPEUM. Para garantizar este principio, nuestra Norma Básica 

Fundante ha incorporado valores y principios con los que se puede superar 



 

cualquier prejuicio, negativa u obstáculo que se cierna sobre las personas que se 

hallen en su territorio.  

 

39. El artículo 1° de la CPEUM consagra el disfrute y goce de los derechos 

humanos para todas las personas; en el artículo 4°, respecto a la igualdad jurídica 

del género, estipula que: «El varón y la mujer son iguales ante la ley. Ésta 

protegerá la organización y el desarrollo de la familia». 

 

40. Se reconoce en el principio de no discriminación, una fuente central del respeto 

a los derechos humanos, al ser el elemento activo que sostiene la universalidad de los 

derechos y libertades con base en la dignidad humana. El principio ha legado a la 

humanidad el reconocimiento público, social y jurídico de las diferencias con el objeto 

de erradicar cualquier abuso que derive del origen étnico, racial, y en el caso particular 

por cuestiones de género. 

 

41. En consecuencia, no permitir a las personas disfrutar de sus derechos 

humanos por motivo de género, constituye un acto discriminatorio; esta 

discriminación es más sensible cuando deriva de leyes o políticas que impiden 

el reconocimiento de las personas debido a prejuicios irracionales y, con ello, 

configura una vulnerabilidad jurídica. 

 

42. Por lo anterior, con base en los principios de interpretación conforme y pro 

persona, consagrados en el artículo primero de nuestra Carta Magna, es posible 

asegurar la ampliación de derechos, a partir de la inclusión de los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos, y combinándolos con sus propios 

estándares de protección. Por tanto, se puede afirmar que la igualdad de género es 

una expresión genuina y legítima del ejercicio libre de derechos humanos, por lo 

que deben ser reconocidos y exigidos por todo Estado Constitucional Democrático 

de Derecho.  

 
 
 
 
 



 

VI. POSICIONAMIENTOS INTERNACIONALES SOBRE LA VIOLENCIA DE GÉNERO. CASO 

DEL ESTADO MEXICANO 
 
 
43. La igualdad de género enfrenta diversos desafíos, entre los que destaca la 

erradicación de la violencia contra la mujer, toda vez que ha sido un fenómeno 

constante que se produce en todas las culturas y que se ha manifestado como el 

dominio del hombre sobre la mujer. 

 
44. El análisis de la situación de la violencia en contra de las mujeres en nuestro 

país determinó el antecedente más emblemático en el continente americano, al 

establecer el primer precedente en la vinculación de la violencia de género y los 

derechos humanos. 

 

45. Así, por parte del SUDH destacan las Observaciones finales del Comité para la 

Eliminación de la Discriminación contra la Mujer México (2012), donde el Comité 

CEDAW examinó los informes periódicos séptimo y octavo combinados de México, 

cuyo ejercicio permitió evidenciar los avances registrados, referir los motivos de 

preocupación y formular una serie de recomendaciones al Estado mexicano. 



 

Figura 1. Resumen esquemático de las principales observaciones emitidas 

por el Comité CEDAW al Estado Mexicano. 

 

 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

46. Como se puede apreciar en la Figura 1, el resumen derivado de las 

observaciones de la Cedaw detecta un entorno, factores limitantes y una línea base 

de la problemática por lo que las Observaciones finales formularon una serie de 

recomendaciones que versan sobre diversos temas: armonización legislativa; 

violencia contra las mujeres; trata de personas; participación de las mujeres en la 

vida políticaz y pública; defensoras de los derechos humanos y periodistas; los 

derechos a la educación, la salud y el empleo de las mujeres; la situación de las 

mujeres indígenas en las zonas rurales; los derechos de las mujeres en el marco de 

las relaciones familiares y matrimoniales. Se pueden revisar, en el Apéndice I de 

este documento, una selección de aquellas que se consideraron de mayor 

relevancia. 



 

47. Por otra parte, en ejercicio de la competencia para examinar la situación general 

de los derechos humanos en América, la CIDH efectuó la primera visita in loco 

relacionada exclusivamente con la situación de los derechos humanos de las 

mujeres, en Ciudad Juárez, Chihuahua, los días 11 y 12 de febrero de 2002, 

mediante la intervención de la Relatora sobre los Derechos de la Mujer, propiciada 

por las múltiples denuncias sobre el asesinato en Ciudad Juárez de «por lo menos 

285 mujeres y niñas en el periodo comprendido de 1993 a 2002». 

 
48. Como resultado de la visita, la CIDH emitió el informe especial denominado 

«Situación de los derechos de la mujer en Ciudad Juárez, México: el derecho a no 

ser objeto de violencia y discriminación» (2003), en el que expuso la situación de 

violencia que enfrentan las mujeres en esa ciudad, materializada en múltiples 

asesinatos y desapariciones, así como a actos de violencia sexual y doméstica.  

 
49. El informe hace el primer acercamiento a la violencia de género, y 

responsabiliza a las autoridades por la omisión de investigar los asesinatos, 

crímenes sexuales y violencia doméstica contra la mujer en Ciudad Juárez y por no 

procesar y castigar a sus perpetradores, con lo cual se creó un clima de impunidad 

que perpetúa esa violencia. También destacó el aumento de los índices de 

crímenes cometidos contra mujeres y la complejidad para distinguir los motivos de 

estos crímenes por la falta de esclarecimiento, aun cuando es evidente la 

manifestación de violencia con causas y consecuencias específicas de género. 

 

50. Las recomendaciones del informe se centran en tres aspectos: hacer efectivo el 

derecho de las mujeres a estar exentas de violencia; mejorar la aplicación de la 

debida diligencia en la investigación, procesamiento y castigo de los responsables 

de la violencia contra la mujer en Ciudad Juárez, con miras a superar la impunidad; 

y mejorar la aplicación de la debida diligencia para prevenir la violencia contra la 

mujer e incrementar su seguridad.  

 
51. Asimismo, las recomendaciones del informe delinean criterios fundamentales 

respecto a la eliminación de la violencia de género, pidiendo la aplicación de 

estrategias integradas para combatirla, incorporar la perspectiva de género en el 



 

diseño y la aplicación de la política pública, a fin de prestar la debida atención al 

cumplimiento de los principios de igualdad y de no discriminación, lograr que las 

investigaciones de los asesinatos de mujeres se desarrollen, desde su inicio, sobre 

la base de planes de investigación en que se tenga en cuenta la prevalencia de la 

violencia contra la mujer, garantizar un pronto acceso a medidas especiales de 

protección de la integridad física y psicológica de las mujeres. 

 
52. Respecto a la jurisprudencia emitida por la Corte IDH, el caso González y otras 

vs. México, denominado «Caso Campo Algodonero», se tornó en el precursor del 

desarrollo de casos contenciosos en la materia al examinar la situación estructural 

de violencia contra las mujeres basada en su género, acorde al tipo de violencia 

que define el artículo primero de la Convención de Belém do Pará. 

 

53. La sentencia del Caso Campo Algodonero concluyó que los homicidios de las 

tres víctimas fueron cometidos «por razones de género», esto es, constituyen casos 

de «feminicidio», expresión que la Corte IDH utiliza para referirse al «homicidio de 

mujeres en razón de género», los cuales fueron cometidos en un contexto de 

violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez Chihuahua. Al respecto, destacan los 

rasgos característicos del contexto que se pueden identificar en la existencia de una 

situación de violencia contra la mujer reconocida por el Estado, además de que los 

homicidios de mujeres en ese lugar eran influidos por una cultura de discriminación 

contra la mujer; asimismo, el perfil de las víctimas; así como la modalidad de los 

crímenes al sufrir graves agresiones físicas y muy probablemente violencia sexual 

de algún tipo antes de su muerte. 

 
54. En el referido Caso Campo Algodonero la Corte IDH define la «debida 

diligencia» para determinar el alcance del deber estatal de prevención de crímenes 

basados en el género, y que se sitúan en feminicidios, como las desapariciones, 

vejaciones sexuales, torturas y homicidios de mujeres. Asimismo, el tribunal 

interamericano hace referencia a la doctrina del riesgo previsible y evitable, al 

desarrollar la línea jurisprudencial sobre igualdad estructural que se había asentado 

en varios precedentes de la propia Corte IDH y de la CIDH, aunque en el caso de 



 

violencia de género, se reafirma la existencia de deberes de acción positiva para los 

Estados en la protección de colectivos expuestos a patrones de discriminación y 

violencia.  

 
55. Respecto al deber de debida diligencia, en el mismo Caso Campo Algodonero, 

la Corte IDH sostuvo que el Estado debía adoptar medidas en casos de violencia 

contra las mujeres, entre ellas, un adecuado marco jurídico de protección que se 

aplique y políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una manera 

eficaz ante las denuncias; prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las 

instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva a los casos de 

violencia contra la mujer, así como adoptar medidas preventivas en casos 

específicos en los que es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser 

víctimas de violencia. 

 
56. El criterio protector de derechos humanos en el Caso Campo Algodonero, bajo 

la doctrina de riesgo previsible o evitable, permitió a la Corte IDH precisar la 

responsabilidad internacional del Estado por el asesinato de mujeres a manos de 

agentes no estatales, al aseverar que nuestro país no actuó con la debida diligencia 

requerida para prevenir las muertes y agresiones sufridas por las mujeres, porque 

en el período comprendido entre la denuncia y el hallazgo de los cuerpos, el Estado 

se había limitado a «realizar formalidades» y a tomar declaraciones que, aunque 

importantes, perdieron su valor una vez que éstas no repercutieron en acciones de 

búsqueda específicas; asimismo, porque las actitudes y declaraciones de los 

funcionarios y autoridades hacia las víctimas ïdando a entender que las denuncias 

de desaparición no deberían ser tratadas con urgencia e inmediatezï provocaron 

demoras injustificadas luego de la presentación de las denuncias de desaparición, 

incumplimiento del deber de garantía por la especial vulnerabilidad de las mujeres 

en Ciudad Juárez y las obligaciones reforzadas impuestas por el artículo 7° b) de la 

Convención de Belém do Pará. 

 
57. Por otra parte en el Caso Campo Algodonero la Corte IDH demostró 

irregularidades en la investigación de los crímenes, la inacción estatal al comienzo 

de la misma, la presencia de estereotipos de género en la policía así como la 



 

indiferencia estatal frente a las violaciones de derechos humanos denunciadas por 

los familiares de las víctimas, problemas en el manejo de evidencias, la fabricación 

de culpables, el retraso en las investigaciones, la falta de líneas de investigación 

que tuvieran en cuenta el contexto de violencia contra la mujer en el que ocurrieron 

las ejecuciones de las víctimas y la inexistencia de investigaciones contra 

funcionarios públicos por su supuesta negligencia. 

 
58. Asimismo, la Corte IDH razonó que la indiferencia estatal frente a las denuncias 

por violencia de género reproduce la violencia que se pretende atacar y constituye 

discriminación en el acceso a la justicia, la impunidad de los delitos cometidos envía 

el mensaje de que la violencia contra la mujer es tolerada, lo que favorece su 

perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de 

inseguridad en las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el 

sistema de administración de justicia, y finalmente, los estereotipos de género en 

políticas y prácticas así como en el razonamiento y lenguaje de la policía se 

convirtió en una de las causas y consecuencias de la violencia de género contra la 

mujer. 

 

VII.  LA ESTRATEGIA DE MÉXICO PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA DE GÉNERO 
 

 

59. En nuestro país ha existido una tradición histórica permanente de crear y 

reformar las disposiciones jurídicas a efecto de otorgar derechos y libertades acorde 

a los estándares mejor modelados en el derecho internacional. Como derecho 

humano, la igualdad entre mujeres y hombres ha derivado en el mandato de que en 

la aplicación transversal de los derechos humanos las autoridades deben atender 

las perspectivas de género. 

 

60. Mediante la Ley General de Acceso a la Mujer a una Vida Libre de Violencia 

(LGAMVLV, 2007), nuestro país adoptó una decisión proactiva frente a los 

compromisos y objetivos fundamentales de la política nacional e internacional en el 

tema de los derechos fundamentales de la mujer desde 1975, y en particular 

respecto a la violencia de género. 

 



 

61. Por su carácter general, la LGAMVLV se aplica en todo el territorio nacional y tiene 

el objeto de homologar la legislación en materia de prevención, sanción y erradicación 

de cualquier forma de violencia contra la mujer, así como poner en marcha, vigilar y dar 

seguimiento al cumplimiento de las políticas públicas establecidas para lograr avances 

en la eliminación de la violencia contra la mujer. Su alcance es multidisciplinario y su 

estructura abarca aspectos sociales involucrados en la manifestación del problema y 

sus consecuencias. 

 

62. Mediante la LGAMVLV, las entidades federativas y sus órganos de gobierno 

tienen la obligación de aplicar las medidas necesarias para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres pues de no hacerlo estarían incumpliendo 

los estándares mínimos de derechos humanos e incurriendo en la omisión de hacer 

valer la legislación que garantiza el goce y ejercicio de los derechos de igualdad, 

tanto de trato como de oportunidades en y ante la ley, de no discriminación y a una 

vida libre de violencia, reconocidos tanto en la carta magna como en nuestra 

legislación secundaria. 

 

63. Asimismo, la LGAMVLV tiene un efecto preventivo, pues genera concienciación 

en la población en general; señala la conducta de los agresores respecto a las 

prácticas de violencia contra la mujer, posibilita que las mujeres que sufren de algún 

tipo de violencia sean procuradas en sus necesidades inmediatas y mediatas, y 

procura acciones de actualización y capacitación del personal que debe atender a 

las víctimas de violencia de género y a los victimarios. Ante ello, la tipificación de las 

distintas formas de violencia que se ejercen contra mujeres, niñas y adolescentes, 

se torna clave para su medición, reducción y erradicación. Ver Figura 2, en la 

siguiente página. 

 

64. Con un enfoque de género se promulgó la Ley General para la Igualdad de 

Hombres y Mujeres (LGIHM, 2006), teniendo como base el principio de no 

discriminación, y con énfasis en la obligación por parte de los poderes públicos de 

promover condiciones que sean reales y efectivas, mediante la actuación de los 

órdenes de gobierno, con bases de coordinación para la integración y 

funcionamiento del Sistema Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 



 

 

65. La LGIHM plantea fortalecer las funciones y atribuciones en materia de igualdad, 

estableciendo mecanismos de coordinación para lograr la transversalidad de la 

perspectiva de género en la función pública nacional, así como proponer iniciativas y 

políticas de cooperación para el desarrollo de mecanismos de participación igualitaria de 

mujeres y hombres, en los ámbitos de la economía, toma de decisiones y en la vida 

social, cultural y civil. 

Figura 2. Tipificación de las violencias 

 



 

66. Por otra parte, la ley contempla acciones y medidas especiales dirigidas a la 

prevención de las conductas discriminatorias y en la previsión de políticas activas para 

hacer efectivo el principio de igualdad. Ello implica una intervención en los diversos 

ámbitos de la realidad social, cultural en que persiste, se genera y se perpetúa la 

desigualdad, por medio de la aplicación de criterios de actuación en los ámbitos 

federal, estatal y municipal, considerando también la elaboración del Programa 

Nacional para la Igualdad de Hombres y Mujeres. 

 

67. Como parte de los cambios normativos sustanciales en el país respecto al 

acceso de las mujeres a la justicia, resulta de gran relevancia que el Código Penal 

Federal (CPF, 2012) haya tipificado al feminicidio como delito autónomo. Asimismo, 

se establece como precursor el texto de la sentencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN) del 25 de marzo de 2015 (Amparo en revisión 

554/2013), que planteó que el derecho de las mujeres a una vida libre de 

discriminación y de violencia se traduce en la obligación de toda autoridad de actuar 

con perspectiva de género, con el fin de combatir argumentos que, con base en 

estereotipos, impiden el pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad. 

 
68. La sentencia de la SCJN reconoce que la LGAMVLV obliga a la Procuraduría 

General de la República, a las entidades federativas y a la Ciudad de México, en el 

ámbito de sus competencias, a elaborar y aplicar protocolos especializados con 

perspectiva de género en la búsqueda inmediata de mujeres y niñas desaparecidas, 

así como a investigar los delitos de discriminación, feminicidio, trata de personas y 

otros que atenten contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual de las 

mujeres.  

 

VIII. NUMERALIA MUNDIAL RESPECTO A LA VIOLENCIA DE GÉNERO 
 
69. En general las estadísticas respecto a la violencia de género siguen siendo 

insuficientes y poco claras; no obstante, se ha identificado que el fenómeno ha 

abarcado diversos ámbitos en los que se puede advertir su prevalencia. La 

Organización Mundial de la Salud (OMS) ha sido uno de los órganos de las 



 

Naciones Unidas que cuenta con pautas sobre seguridad y ética para la realización 

de investigaciones sobre la violencia de género en varios aspectos. 

 
70. La estadística tiene un papel importante en la erradicación de la violencia de 

género. Al respecto, la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la violencia 

contra la mujer, sus causas y consecuencias (2016) propuso que el 25 de 

noviembre de cada año se publicaran los datos sobre el número de feminicidios u 

homicidios de mujeres por razones de género, desglosados por edad y origen 

étnico de las víctimas y sexo de los agresores, indicando la relación entre éstos y 

las víctimas, y que se recopilara y publicara también la información relativa al 

enjuiciamiento y el castigo de los autores de estos actos, frente a las carencias de 

muchos sistemas nacionales de prevención, la falta de datos fiables y de 

evaluaciones de los riesgos y los consiguientes errores de identificación, el 

ocultamiento y la denuncia insuficientes de los homicidios por razones de género. 

 
71. En la actualidad, la disponibilidad de datos sobre la violencia contra las mujeres 

ha aumentado, así como la recolección de datos por parte de la ONU. Desde 1995, 

más de 100 países han llevado a cabo al menos una encuesta tratando esta 

cuestión. Más de 40 países llevaron a cabo al menos dos encuestas en el periodo 

entre 1995 y 2014, lo que significa que, dependiendo de la comparabilidad de las 

encuestas, se pueden analizar los cambios a lo largo del tiempo. 

 
72. Así, se ha conocido que el 35 por ciento de las mujeres de todo el mundo han 

sufrido violencia física y/o sexual por parte de su compañero sentimental o violencia 

sexual por parte de una persona distinta a su compañero sentimental en algún 

momento de su vida. Sin embargo, algunos estudios nacionales demuestran que 

hasta el 70 por ciento de las mujeres han experimentado violencia física y/o sexual 

por parte de un compañero sentimental durante su vida. 

 
73. La violencia psicológica refleja índices de prevalencia altos. El 43 por ciento de 

las mujeres de los 28 Estados Miembros de la Unión Europea han sufrido algún tipo 

de violencia psicológica por parte de un compañero sentimental a lo largo de su 

vida. 



 

74. Según estimaciones, en la mitad de los casos de mujeres víctimas de 

homicidios en todo el mundo en 2012, el autor de la agresión fue un familiar o un 

compañero sentimental, frente a menos del seis por ciento de hombres asesinados 

ese mismo año. 

 
75. Más de 750 millones de mujeres que viven actualmente en todo el mundo se 

casaron con menos de 18 años de edad. Unos 120 millones de niñas de todo el 

mundo (algo más de una de cada 10) han sufrido el coito forzado u otro tipo de 

relaciones sexuales forzadas en algún momento de sus vidas.  

 
76. Las mujeres adultas representan el 51 por ciento de las víctimas de trata de 

seres humanos detectada a nivel mundial. En conjunto, las mujeres y las niñas 

representan el 71 por ciento, siendo las niñas casi tres de cada cuatro víctimas 

infantiles de la trata. Casi tres de cada cuatro mujeres y niñas víctimas de trata de 

seres humanos son explotadas sexualmente. 

 

77. En una encuesta realizada en 27 universidades de los Estados Unidos en 2015, 

23 por ciento de las estudiantes universitarias de pregrado declararon haber sufrido 

algún tipo de agresión sexual o conducta sexual indebida. El índice de denuncias 

ante funcionarios del campus, fuerzas del orden u otros oscila entre el cinco y el 28 

por ciento, según el tipo específico de conducta. 

 

78. En la mayoría de los países donde existen datos, menos del 40 por ciento de las 

mujeres que sufren violencia buscan algún tipo de ayuda. Entre las mujeres que lo 

hacen, la mayoría recurre a la familia y amistades, y muy pocas confían en 

instituciones y mecanismos oficiales, como la policía o los servicios de salud. 

Menos del 10 por ciento de aquellas mujeres que buscaron ayuda tras haber sufrido 

un acto de violencia lo hicieron recurriendo a la policía. 

 
79. En España, según datos de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio 

del Interior (2017), la mitad de las muertes violentas de mujeres son a manos de 

sus parejas o exparejas, siendo asesinadas una media de 60 mujeres al año, 

teniendo un incremento del 20 por ciento en el número de denuncias, de las que 



 

solo el 1.3 por ciento las realizan familiares o personas del entorno de las víctimas, 

siendo el 70 por ciento de las mujeres agredidas españolas y un 30 por ciento 

extranjeras.  

 

80. Al menos 140 países han aprobado leyes sobre violencia doméstica, y 144 

tienen leyes sobre el acoso sexual. Sin embargo, ni siquiera contar con una ley 

garantiza que los países respeten o implementen siempre los estándares y las 

recomendaciones internacionales. Todavía hay 37 países en los que no se procesa 

a los autores de violaciones que están casados o se casan posteriormente con la 

víctima. 

 
81. En 2015 al menos 29 países integrantes de la OEA han adaptado su legislación 

nacional a las disposiciones de la Convención de Belém do Pará y ocho países 

habían promulgado leyes de «segunda generación» que han erradicado o dejado 

en segundo plano el concepto de violencia «intrafamiliar», para abarcar también los 

ámbitos privado y público. 

 
82. No obstante que la violencia contra las mujeres es considerada como una 

problemática real y sistemática, solo ocho de 32 países tienen leyes integrales 

sobre la violencia contra las mujeres, siendo sobre violencia intrafamiliar la mayoría 

de leyes afines. Asimismo, persisten obstáculos para evaluar el grado de avance de 

los Estados al faltar información sobre la asignación del presupuesto público a la 

prevención, la atención y la sanción de la violencia. 

 
83. En México, según datos derivados del estudio «La violencia feminicida en 

México, aproximaciones y tendencias 1985-2016», (ONU Mujeres, la Secretaría de 

Gobernación de México y el Instituto Nacional de las Mujeres de México), las 

denominadas defunciones femeninas con presunción de homicidio (DFPH) son el 

indicador más representativo que permite la mejor aproximación al feminicidio, 

registrándose 52.210 defunciones. Durante 2016, ocurrieron 2.746 casos en 

México, que en promedio fue de 7.5 feminicidios al día. 

 




